NULIDAD EN TUTELA/ Indebida notificación
“(…) en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad consagrada en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, porque el auto que admitió la demanda no fue notificado debidamente al Director de Gestión Social y Humanitaria, quien es el competente para pronunciarse sobre la entrega de las ayudas humanitarias que ha solicitado el actor de conformidad con el numeral 3 del artículo 18 del Decreto 4802 de 2011 que le otorga la función de `Coordinar la entrega de la asistencia y ayuda humanitaria a las víctimas´.

Además, no se tuvo en cuenta que actualmente el Director de Gestión Social y Humanitaria es el Dr. Ramón Alberto Rodríguez Andrade y no el Dr. Camilo Buitrago Hernández, a quien, infructuosamente, se había intentado vincular.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, auto de 20 de marzo de 2012.
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1.- Sería del caso decidir la impugnación que formuló el señor Ómar de Jesús Hernández Pulgarín, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira el pasado 19 de febrero, en la acción de tutela que el recurrente instauró contra la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.

2.- En ejercicio de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, pretende el citado señor se protejan sus derechos fundamentales de petición y a la vida digna y se ordene a las entidades demandadas suministrar respuesta a las solicitudes que les elevó, relacionadas con el suministro de las ayudas humanitarias a que dice tener derecho por su condición de desplazado.

La acción se admitió por auto del 8 de febrero último contra la UARIV y el ICBF. 
Para notificar a la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, se emitieron oficios a los doctores Paula Gaviria Betancur, Directora General, Camilo Buitrago Hernández, Director de Gestión Social y Humanitaria y Beatriz Carmenza Ochoa Osorio, Subdirectora de Asistencia y Ayuda Humanitaria. No obstante, según las guías de la empresa de correos, todos estos oficios se dirigieron únicamente a la primera de esas funcionarias. 
Solamente se pronunció la Coordinadora del Grupo Jurídico del ICBF.
Al proceso se puso término con sentencia en la que se negó la tutela solicitada. Esa decisión fue impugnada por el accionante.
3.- Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad consagrada en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, porque el auto que admitió la demanda no fue notificado debidamente al Director de Gestión Social y Humanitaria, quien es el competente para pronunciarse sobre la entrega de las ayudas humanitarias que ha solicitado el actor de conformidad con el numeral 3 del artículo 18 del Decreto 4802 de 2011 que le otorga la función de “Coordinar la entrega de la asistencia y ayuda humanitaria a las víctimas”.
Además, no se tuvo en cuenta que actualmente el Director de Gestión Social y Humanitaria es el Dr. Ramón Alberto Rodríguez Andrade y no el Dr. Camilo Buitrago Hernández, a quien, infructuosamente, se había intentado vincular.

4.- Así las cosas, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará al señor juez de conocimiento rehacer la actuación afectada, con la notificación en debida forma del auto que admitió la demanda al actual Director de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV, lo que no se hará en esta sede, siguiendo de cerca a la Corte Suprema de Justicia que ha dicho:

“Por tanto, como tales personas no fueron enteradas de la existencia de la tutela, surge evidente que se les vulneró su derecho de contradicción, debiéndose declarar la nulidad de la sentencia, a fin de que el a quo cumpla con la formalidad omitida. Por lo demás, no sobra advertir que su vinculación en esta instancia no resulta procedente, porque de hacerlo se incurriría en otra causal de nulidad, insaneable por cierto, cual sería la pretermisión total de la instancia anterior (art. 140, numeral 3º, del Código de Procedimiento Civil)”
.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil - Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por el señor Omar de Jesús Hernández Pulgarín contra la UARIV y el ICBF, desde la sentencia proferida. 

SEGUNDO: Se ordena al funcionario de primera instancia rehacer la actuación afectada, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por Secretaría, remítase el expediente al juzgado de origen, a fin de que se surta el trámite indicado en el numeral anterior.

CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

La Magistrada,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
� Sala de Casación Civil, auto del 20 de marzo de 2012, Magistrado Ponente: Jaime Alberto Arrubla Paucar.







